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núm. 1 de Barcelona, de forma que no es posible, dada la 
naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, que efec-
tuemos un juicio sobre los mismos en este procedimiento 
constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, por la autoridad que le confiere la Constitución de 
la Nación Española,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don 
Javier Guardia Silvestre y otros y, en su virtud:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho de los 
recurrentes a la tutela judicial efectiva sin indefensión 
(art. 24.1 CE).

2.º Restablecerlos en el citado derecho y, a tal fin, 
declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona, de 5 de 
mayo de 2003, recaída en el recurso ordinario núm. 312-
2002, retrotrayendo las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al pronunciamiento de la mencionada 
Sentencia, para que por el citado órgano judicial se dicte 
otra que respete el derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de julio de dos mil seis.–
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 14878 Sala Primera. Sentencia 232/2006, de 17 de 
julio de 2006. Recurso de amparo 5338-2003. 
Promovido por don Ángel Zárate Cortés frente 
a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Madrid que confirmó la sanción de sus-
pensión de su licencia de auto-taxi impuesta 
por el Ayuntamiento.

  Vulneración del derecho a la legalidad penal: 
suspensión de licencia que carece de cober-
tura legal, no siendo suficiente la ordenanza 
municipal (STC 132/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5338-2003, promovido 
por don Ángel Zárate Cortés, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña Rocío Marsal Alonso y asis-
tido por la Letrada doña Rosario Villas de Antonio, contra 
la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid de 6 de febrero de 2001, desestimatoria del 

recurso interpuesto contra la Resolución del Alcalde Pre-
sidente del Ayuntamiento de Madrid de 23 de mayo de 
1997, confirmatoria del Decreto del Primer Teniente de 
Alcalde responsable de la rama de policía municipal, trá-
fico e infraestructuras de 23 de marzo de 1997, que impuso 
al recurrente la sanción de suspensión de la licencia de 
auto-taxi por seis meses. Han intervenido el Ayunta-
miento de Madrid, representado por don Luis Fernando 
Granados Bravo y asistido por el Letrado don Alfonso 
Martínez Ales, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Javier Delgado Barrio, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 2 de sep-
tiembre de 2003, la Procuradora de los Tribunales doña 
Rocío Marsal Alonso, en nombre y representación de don 
Ángel Zarate Cortés, interpuso recurso de amparo contra 
las resoluciones mencionadas en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que se deriva la presente 
demanda de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Por Decreto de 23 de marzo de 1997 del Primer 
Teniente de Alcalde responsable de la rama de policía 
municipal, tráfico e infraestructuras del Ayuntamiento de 
Madrid se impuso al recurrente una sanción de suspen-
sión de licencia de auto-taxi por seis meses por conside-
rar que los hechos imputados («cobrar por el recurrido 
Barajas a Estación Continental de la calle Alenza 3.385 
ptas.») eran constitutivos de la infracción muy grave pre-
vista en el art. 51.II.B de la ordenanza municipal regula-
dora del servicio con vehículos de alquiler con aparato 
taxímetro (en realidad esta falta se encuentra tipificada en 
el art. 51.III.B de la referida ordenanza).

b) Contra esta resolución administrativa se inter-
puso recurso de alzada, que fue desestimado por acuerdo 
del Alcalde-Presidente del mencionado Ayuntamiento de 
23 de mayo de 1997.

c) Contra estas resoluciones se interpuso recurso 
contencioso-administrativo. Por Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid de 6 de febrero de 2001 se desestimó el 
recurso.

d) Esta Sentencia fue recurrida en casación, recurso 
que fue inadmitido por Auto de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo de 26 de junio de 
2003.

3. En la demanda de amparo se alega la vulneración 
de los derechos fundamentales consagrados en el art. 14, 
24.1 y 25.1 CE. En concreto se sostiene que la resolución 
sancionadora ha vulnerado el principio de legalidad penal 
que consagra el art. 25.1 CE al imponer una sanción en 
virtud de norma –una ordenanza municipal–que no tiene 
rango de ley y carece de la cobertura legal necesaria. 
Junto a ello se aduce que el Tribunal Supremo, en su Sen-
tencia de 13 de noviembre de 1995, el Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid, en su Sentencia de 9 de julio de 1998, 
y este Tribunal, en su Sentencia de 8 de junio de 2001, han 
apreciado –se sobreentiende, en un supuesto similar al 
que se plantea en este recurso de amparo–la vulneración 
del principio de legalidad y tipicidad. De ello deriva la vul-
neración de los arts. 14 y 24 CE, invocándose también el 
derecho a la igualdad de las partes en el proceso.

4. Por providencia de la Sección Primera de este Tri-
bunal de 14 de septiembre de 2005 se acordó admitir a 
trámite la demanda de amparo. También se acordó, con 
arreglo a lo previsto en el art. 51 LOTC, requerir atenta-
mente a la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia y a la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
para que en el plazo de diez días remitieran, respectiva-
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mente, testimonio del recurso contencioso-administra-
tivo núm. 2572/97 y del recurso de casación núm. 5692-
2001, interesándose al mismo tiempo el emplazamiento 
de quienes fueron parte en el mencionado procedimiento, 
con excepción del recurrente en amparo, para que en el 
plazo de diez días pudieran comparecer en este proceso 
constitucional.

5. Por providencia de la misma fecha se acordó for-
mar la pieza separada de suspensión y, de conformidad 
con lo previsto en el art. 56 de la LOTC, conceder un plazo 
común de tres días al Ministerio Fiscal y al solicitante de 
amparo, para que en el referido plazo alegaran lo que 
estimaran conveniente en relación con la petición de sus-
pensión interesada. En este trámite la parte recurrente 
adujo que, al haberse cumplido íntegramente la sanción 
impuesta, la suspensión solicitada carecía ya de objeto y 
que por este motivo pedía que se dejara sin efecto la pieza 
de suspensión.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 26 de 
octubre de 2005, don Luis Fernando Granados Bravo, Pro-
curador de los Tribunales, en nombre y representación del 
Ayuntamiento de Madrid, solicitó que se tuviera por per-
sonado y parte en este proceso constitucional al referido 
Ayuntamiento.

7. Por diligencia de ordenación del Secretario de Jus-
ticia de la Sala Primera de 14 de febrero de 2006 se tuvie-
ron por recibidos los testimonios de las actuaciones remi-
tidos por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo y se acordó tener por personado al Ayunta-
miento de Madrid así como dar vista de las actuaciones al 
Ministerio Fiscal y a las partes personadas por un plazo 
común de veinte días, de acuerdo con lo previsto en el art. 
52 LOTC, para que, si lo estimaban pertinente, dentro del 
referido plazo formularan alegaciones.

8. El 16 de marzo de 2006 la representación procesal 
del recurrente en amparo presentó en el Registro General 
de este Tribunal su escrito de alegaciones en el que se 
ratificaba en las formuladas en la demanda. Por otrosí 
solicitaba que, al haber tenido que cumplir la sanción 
impuesta –seis meses de suspensión de la licencia de 
auto-taxi-, en el caso de que se otorgara el amparo, se le 
reconozca el derecho a que el Ayuntamiento de Madrid le 
indemnice por los perjuicios causados al imponerle la 
sanción; indemnización que cuantifica en la cantidad de 
24.000 €, al ser esta cantidad, según aduce el recurrente, 
la que hubiera recaudado si durante ese tiempo hubiera 
podido ejercer como taxista.

9. El Ayuntamiento de Madrid formuló alegaciones 
por escrito registrado en este Tribunal el 16 de marzo de 
2006. Se aduce en primer lugar que el recurso de amparo 
se ha interpuesto fuera de plazo. Entiende el Ayunta-
miento que al haberse notificado el Auto por el que el Tri-
bunal Supremo inadmitió el recurso de casación el 10 de 
julio de 2003 el tiempo hábil para interponer el recurso, 
según lo previsto en el art. 43.2 LOTC, vencía el 1 de sep-
tiembre, y el recurso se presentó el día siguiente. También 
se considera que concurre el óbice procesal previsto en el 
art. 44.1 c) LOTC al no haber invocado en el recurso de 
casación las vulneraciones de derechos fundamentales 
que se alegan en el recurso de amparo.

Respecto del fondo del asunto, el Ayuntamiento con-
sidera que la sanción impuesta no vulnera el principio de 
presunción de inocencia al no haberse opuesto elemen-
tos de prueba al exceso de cobro que quedó acreditado 
mediante el recibo expedido por el propio taxista. En 
cuanto a la alegación de que la Sentencia impugnada ha 
infringido el derecho que consagra el art. 14 CE, se 
subraya que no se invoca la existencia de un supuesto 
igual en el que se haya resuelto de modo distinto. Final-

mente se aduce que el art. 141.17.5 de la Ley 16/1987, de 
ordenación de los transportes terrestres, sanciona el 
incumplimiento del régimen tarifario reglamentariamente 
establecido, Ley esta que, según sostiene el Ayuntamiento 
de Madrid, otorga cobertura legal a la ordenanza munici-
pal cuya aplicación determinó la imposición de la sanción 
ahora recurrida, lo que impide apreciar la vulneración del 
principio de legalidad (art. 25.1 CE) que se invoca en la 
demanda de amparo.

Las alegaciones expuestas llevan al Ayuntamiento de 
Madrid a solicitar que se dicte Sentencia denegando el 
amparo, en el caso de que no se acuerde la inadmisión.

10. El Fiscal presentó su escrito de alegaciones el 16 
de marzo de 2006 en el que tras exponer los hechos de los 
que trae causa el recurso pone de manifiesto que este 
Tribunal ha otorgado el amparo en supuestos similares al 
ahora examinado. Entiende el Fiscal que como el caso de 
autos tuvo lugar en el año 1997, de acuerdo con la doctrina 
contenida en la STC 161/2003, las infracciones y sancio-
nes tipificadas en la ordenanza municipal del taxi apro-
bada por el Ayuntamiento de Madrid carecían de cober-
tura legal –en este momento no había entrado en vigor 
todavía la Ley 20/1998– y que por este motivo debe ser 
otorgado el amparo.

11. Por providencia de 13 de julio de 2006 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 17 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente en amparo fue sancionado por 
Decreto del Primer Teniente de Alcalde responsable de la 
rama de policía municipal, tráfico e infraestructuras del 
Ayuntamiento de Madrid con la suspensión de su licencia 
municipal de auto-taxi durante un periodo de seis meses 
por considerarle autor de la infracción consistente en el 
«cobro de tarifas superiores o inferiores a las autorizadas 
y de suplementos no establecidos», conforme a lo pre-
visto en los arts. 51.III b) y 54 c), apartado 1, de la Orde-
nanza municipal de Madrid reguladora del servicio de 
vehículos de alquiler con aparato taxímetro. En concreto, 
se consideró probado que había cobrado 3.385 pesetas 
por el recorrido Barajas a Estación Continental de la calle 
Alenza. Tras agotar la vía administrativa se interpuso 
recurso contencioso-administrativo. Este recurso fue des-
estimado por Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
de 6 de febrero de 2001, Sentencia que fue recurrida en 
casación. El Tribunal Supremo por Auto de 26 de junio de 
2003 inadmitió el recurso por considerar que de acuerdo 
con lo establecido en el art. 93.2 a) de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, en relación con lo previsto en las disposiciones 
transitorias primera y tercera y los arts. 8.3 y 86.1 de dicha 
Ley, la Sentencia impugnada no era susceptible de ser 
recurrida en casación.

Alegada por el demandante, en lo fundamental, la 
vulneración del art. 25.1 CE por falta de cobertura legal de 
la mencionada ordenanza, el Fiscal solicita el otorga-
miento del amparo, subrayando que el caso que ahora se 
analiza es similar al resuelto por la STC 161/2003. Por el 
contrario, el Ayuntamiento que dictó la resolución sancio-
nadora y que ha comparecido en el presente proceso 
constitucional solicita la inadmisión del recurso por con-
siderar que no cumple los requisitos procesales o, subsi-
diariamente, que se deniegue, pues, a su juicio, no concu-
rren las infracciones constitucionales invocadas.

2. Antes de entrar a analizar el fondo de la cuestión 
planteada es preciso pronunciarse sobre los óbices pro-
cesales alegados por el Ayuntamiento de Madrid. Aduce, 
en primer lugar, que el recurso de amparo se ha inter-
puesto fuera de plazo, al haberse notificado el Auto por el 
que se acordó la inadmisión del recurso de casación el 10 
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de julio de 2003 y haberse presentado el recurso de 
amparo el 2 de septiembre de 2003, pues entiende que el 
plazo para interponer este recurso vencía el 1 de septiem-
bre de ese mismo año. La extemporaneidad alegada debe 
ser rechazada, ya que, en contra de lo que sostiene el 
Ayuntamiento, el plazo de veinte días para presentar el 
recurso de amparo (arts. 43.2 y 44.2 LOTC) no finalizaba el 
día 1 de septiembre, sino el 2 de septiembre. Debe tenerse 
en cuenta que, como hemos señalado, entre otras resolu-
ciones, en los AATC 204/1999, de 28 de julio, FJ 2, y 138/
2001 de 1 de junio, FJ 3, el día inicial para el cómputo de 
este plazo es el siguiente al de la pertinente notificación 
de la resolución judicial, plazo de cuyo cómputo se exclu-
yen los días inhábiles. Debe señalarse también que en el 
momento en que se presentó este recurso, a efectos del 
cómputo de los plazos para su interposición, tenían la 
consideración de días inhábiles, además de los festivos 
en el municipio de Madrid (por todas, STC 281/2000, de 27 
de noviembre), los del mes de agosto (Acuerdo del Pleno 
de este Tribunal de 17 de junio de 1999, que dio nueva 
redacción al artículo 2 del Acuerdo de 15 de junio de 
1982). Por ello, el primer día de plazo para interponer el 
recurso de amparo fue el 11 de julio 2003 (la última reso-
lución judicial recaída había sido notificada el día 10 de 
julio de 2003) y el vigésimo día fue el 2 de septiembre 
(todavía no había entrado en vigor la reforma de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial efectuada por la Ley Orgánica 
19/2003, de 23 de diciembre –norma que en virtud de lo 
establecido en el art. 80 LOTC tiene carácter supletorio– 
que considera inhábiles a efectos procesales no sólo los 
domingos y los festivos, sino también, en lo que ahora 
interesa, los sábados). De lo que deriva que el recurso se 
interpuso dentro de plazo.

Tampoco puede prosperar la segunda de las causas 
de inadmisibilidad alegadas por el Ayuntamiento de 
Madrid: la falta de invocación en la casación de los dere-
chos fundamentales aducidos en el recurso de amparo. 
En el escrito de interposición del recurso de casación 
expresamente se invocó la infracción del derecho a la 
legalidad sancionadora y a la tutela judicial efectiva y a 
través de esta queja se alude también al derecho a la 
igualdad de las partes procesales. Dados los términos en 
los que se fundamenta en este recurso de amparo la vul-
neración del derecho que consagra el art. 14 CE –que son 
muy parecidos a los recogidos en la vía judicial– y 
teniendo en cuenta la flexibilidad con la que se aprecia 
con carácter general el cumplimiento de este requisito 
procesal (por todas, STC 9/2006, de 16 de enero, FJ 3) 
debemos rechazar también este óbice.

3. Entrando ya en el fondo del asunto, es de señalar 
que el recurrente en amparo se dirige por la vía del art. 43 
LOTC contra la resolución administrativa sancionadora a 
la que imputa una vulneración del principio de legalidad 
en esta materia, garantizado por el art. 25.1 CE. Por la vía 
del art. 44 LOTC la demanda de amparo alega, además, 
que la Sentencia impugnada habría conculcado el dere-
cho del recurrente a la igualdad en la aplicación de la ley 
(art. 14 CE) y el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 
CE).

Es necesario comenzar por el análisis de la supuesta 
vulneración que se imputa a la Administración, cuya repa-
ración se intentó sin éxito en la vía judicial previa a este 
proceso constitucional, dado que si se estimara fundado 
el recurso de amparo con apoyo en el derecho fundamen-
tal garantizado por el art. 25.1 CE, sería innecesario el 
examen de las otras dos vulneraciones aducidas, que se 
dirigen sólo contra las resoluciones judiciales que no die-
ron la reparación pretendida en el recurso contencioso-
administrativo formulado contra la sanción impuesta.

4. Ya en este punto ha de indicarse que, como 
advierte el Ministerio Fiscal, las cuestiones planteadas en 
estos autos por la alegada vulneración del art. 25.1 CE han 

sido ya resueltas por las SSTC 132/2001, de 8 de junio; 
161/2003, de 15 de septiembre; y 193/2003, de 27 de octu-
bre, que otorgaron el amparo en casos en los que se 
impusieron sanciones en aplicación de lo dispuesto en la 
Ordenanza municipal de Madrid reguladora del servicio 
de vehículos de alquiler con aparato taxímetro antes de la 
entrada en vigor de la Ley 20/1998, de 27 de noviembre, 
de ordenación y coordinación de los transportes urbanos 
de la Comunidad de Madrid, por considerar que aquéllas 
vulneraban el derecho a la legalidad sancionadora (art. 
25.1 CE).

Su doctrina, en lo fundamental, partiendo de la base de 
la citada STC 132/2001, «puede sintetizarse así: a) La sus-
pensión de la licencia de auto-taxi impuesta al ahora recu-
rrente es, sin duda, “una sanción administrativa sometida 
a lo que prescribe el art. 25.1 CE” (FJ 3); b) Ningún precepto 
constitucional prevé “la limitación de derechos constitucio-
nales en un ámbito de actividad económica privada, aun-
que esté intervenida y reglamentada, como es la presta-
ción de servicios de transporte en auto-taxi” (FJ 4); c) La 
exigencia de ley para la regulación de las infracciones y 
sanciones en las ordenanzas municipales, siempre que se 
aprueben por el Pleno del Ayuntamiento, “ha de ser flexi-
ble”, aunque “esta flexibilidad no sirve, con todo, para 
excluir de forma tajante la exigencia de ley” (FJ 6)».

Asimismo subrayábamos: a) que «estamos ante un 
tipo de sanción que no encuentra precisa cobertura legal 
en los criterios sancionadores de la [Ley de ordenación de 
los transportes terrestres: LOTT], y por lo mismo discon-
forme con la reserva de ley del art. 25.1 CE»: por un lado, 
la suspensión temporal de la autorización administrativa 
–distinta de la revocación a que se refiere el art. 143.5 
LOTT– sólo está prevista en esta Ley ”para algunas con-
cretas infracciones muy graves” y no para el incumpli-
miento del régimen tarifario que la LOTT considera infrac-
ción grave –art. 141 g)–, y, por otro, ”dado el tenor de 
nuestra STC 118/1996, de 27 de junio, resulta ya superfluo 
considerar con más detenimiento el catálogo general de 
infracciones y sanciones de la LOTT”, puesto que ésta ”ya 
no contiene regulación alguna de los servicios de trans-
porte urbano en auto-taxi”; b) que ”el propio legislador 
autonómico madrileño fue consciente de la situación en 
que se encontraba el sector en el que se sitúa la ordena-
ción del servicio del taxi como consecuencia del mencio-
nado fallo de este Tribunal, por lo que aprobó la Ley 20/
1998, de 27 de noviembre, de ordenación y coordinación 
de los transportes urbanos de la Comunidad de Madrid, 
entre otros motivos, según expone el preámbulo de dicha 
Ley, ‘para evitar el vacío normativo que pueda producirse 
a raíz de la mencionada Sentencia [STC 118/1996] en el 
transporte urbano de viajeros”» (SSTC 132/2001, FJ 8, y 
161/2003, FJ 4).

En el caso que ahora se examina los hechos ocurrie-
ron en 1996, de suerte que no resultaba de aplicación la 
señalada Ley madrileña 20/1998, siendo por tanto de con-
cluir que la resolución administrativa impugnada vulneró 
el principio de legalidad sancionadora garantizado en el 
art. 25.1 CE.

Procedente será por consecuencia el pronunciamiento 
previsto en el art. 53 a) LOTC, sin que resulte necesario el 
examen de los motivos que se conectan con el art. 24 CE.

5. Es de advertir que no procede entrar a examinar la 
pretensión relativa a la indemnización de los daños y per-
juicios que, según sostiene el demandante en el escrito de 
alegaciones presentado en el trámite del art. 52 LOTC, le 
ha ocasionado la ejecución del acto recurrido en amparo. 
Es doctrina constitucional reiterada que es el escrito de 
demanda el que delimita definitivamente el alcance obje-
tivo de la queja constitucional (SSTC 159/2003, de 12 de 
junio, FJ 2; 296/2005, de 21 de noviembre, FJ 6, entre otras 
muchas). Y ha de añadirse que, de acuerdo con la doctrina 
de este Tribunal (por todas STC 214/1999, de 29 de noviem-
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bre, FJ 2), no procede efectuar pronunciamiento alguno 
sobre las peticiones por las que se solicita una indemniza-
ción de los daños y perjuicios que se imputan al acto 
recurrido en amparo, «ya que un pronunciamiento de 
este tipo no se incluye entre los que, según el art. 55.1 
LOTC, pueden figurar en las sentencias de amparo (ATC 
29/1983) al no ser el derecho a ser indemnizado un dere-
cho en sí mismo invocable en vía de amparo constitucio-
nal (SSTC 36/1984, 85/1990, 139/1990, 33/1997, 78/1998 y 
125/1999)».

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ángel Zárate 
Cortés y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la legalidad sanciona-
dora (art. 25.1 CE).

2.º Declarar la nulidad del Decreto del Primer 
Teniente de Alcalde responsable de la rama de policía 
municipal, tráfico e infraestructuras del Ayuntamiento de 
Madrid de 23 de marzo de 1997 que impuso al recurrente 
la sanción de suspensión de licencia de auto-taxi por seis 
meses y de la Resolución del Alcalde-Presidente de dicho 
Ayuntamiento de 23 de mayo de 1997 que confirmó la 
sanción impuesta al desestimar el recuso de alzada inter-
puesto contra la misma, así como la de la Sentencia de la 
Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 6 de 
febrero de 2001 recaída en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 2572/97.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de julio de dos mil seis.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 14879 Sala Primera. Sentencia 233/2006, de 17 de 
julio de 2006. Recurso de amparo 5519-2003. 
Promovido por doña Teresa Cavia Barrenechea 
frente a las Sentencias de las Salas de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
y del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
que desestimaron su demanda contra la Dele-
gación del Gobierno en el Monopolio de Taba-
cos, por suspensión de la concesión de su 
expendeduría de tabacos.

 Vulneración del derecho a la legalidad penal: 
STC 26/2005. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5519-2003, promovido 
por doña Teresa Cavia Barrenechea, representada por la 
Procuradora de los Tribunales doña María Eva de Guinea 
y Ruenes y asistida por el Abogado don Alfonso Pérez 
Moreno, contra Resolución de 11 de enero de 1996 de la 
Delegación del Gobierno en el monopolio de tabacos, 
Resolución del Ministerio de Economía y Hacienda de 9 
de abril de 1996, Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, de 28 de julio de 1998, y Sentencia de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de 
14 de julio de 2003. Han intervenido el Abogado del 
Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la Presi-
denta doña María Emilia Casas Baamonde, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de 
este Tribunal el 15 de septiembre de 2003 la Procuradora 
de los Tribunales doña María Eva de Guinea y Ruenes, en 
nombre y representación de doña Teresa Cavia Barrene-
chea, asistida por el Letrado don Alfonso Pérez Moreno, 
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones 
administrativas y judiciales que se citan en el encabeza-
miento.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) A la recurrente, titular de la concesión de la expen-
deduría de tabacos núm. 16 de Palencia, le fue impuesta 
por Resolución de la Delegación del Gobierno en el mono-
polio de tabacos de 11 de enero de 1996 (expediente núm. 
1440/95) la sanción de suspensión de la concesión admi-
nistrativa durante cuatro meses, así como la limitación 
del importe de las sacas mensuales en la cantidad de 
7.315.354 pesetas, por suministrar tabaco a puntos de 
venta con recargo en bares o establecimientos distintos 
de los que le estaban adscritos o autorizados, infracción 
tipificada en el art. 27.8 del Real Decreto 2738/1986, de 12 
de diciembre, en desarrollo de lo dispuesto en el art. 8.4 
de la Ley 38/1985, de 22 de noviembre, reguladora del 
monopolio de tabacos. Contra esta resolución interpuso 
recurso de alzada, que fue desestimado por Resolución 
de 9 de abril de 1996 del Ministerio de Economía y 
Hacienda.

b) Planteado recurso contencioso-administrativo 
contra dichas resoluciones, que se tramitó con el núm. 
967/96 ante la Sección Novena de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, fue parcialmente estimado por Sentencia de 28 
de julio de 1998. La Sala rechaza que exista la lesión del 
art. 25.1 CE alegada por el demandante, ni en su vertiente 
material ni en su vertiente formal de reserva de ley, toda 
vez que existe en el caso una relación de sujeción especial 
–entre la concesionaria de la expendición de tabacos y la 
Administración– y una ley y un reglamento –los aplica-
dos– que cumplen con aquella exigencia formal, por lo 
que, estando prevista en la normativa la sanción de sus-
pensión, considera ésta acorde a Derecho; en cambio, 
estima el recurso en lo referido a la limitación del importe 
de las sacas mensuales en la cantidad de 7.315.354 pese-
tas, limitación que anula.

c) Contra esta Sentencia interpuso la demandante 
recurso de casación (núm. 11181/98), siendo desestimado 
por Sentencia de 14 de julio de 2003 de la Sección Tercera 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 


